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TRIBUNAL ESTATAL DE  JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 935/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACION DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

      San Luis Potosí, S.L.P., a catorce de febrero de dos mil veinte.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 935/2019-3, promovido por **********en contra de actos del Director General de Gobernación del Estado; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha diecinueve de septiembre de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********mediante el cual demanda al Director General de Gobernación del Estado; por la nulidad del siguiente acto: a) Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********; b) La Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********”;  y c) la resolución Administrativa de la orden de Visita y del Acto de Inspección Referidas, de fecha **********;  de lo cual tuvo conocimiento el treinta y uno de julio de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho conviniera..- Con proveído del dieciséis de octubre de dos mil diecinueve, se tuvo por contestando la demandada a la autoridad demandada,  se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación  para que manifestara lo que a su derecho corresponda, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el cinco de noviembre de dos mil diecinueve, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes dada su naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad dependiente del Poder Ejecutivo se esta entidad federativa, sobre la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado que obra en  fojas 19 a 28 de este sumario.

La personalidad de la autoridad demandada, quedó acreditada a través de la copia certificada del nombramiento que fue exhibido en este juicio y expedido a su favor que obra en fojas 43 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Documentales públicas referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos; “a) Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********, de fecha **********, efectuada al establecimiento denominado**********b) La Resolución Administrativa de fecha ********** y c) Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación emitidas por  el Director General de Gobernación, efectuada al establecimiento denominado**********; contenidos en las documentales visibles en  fojas 19 a la 28 de este sumario,  exhibidos por el demandante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

La parte actora ofreció como medios probatorios de los actos impugnados, las documentales que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, visibles en fojas 19 a la 28 de este sumario, que a continuación se detallan; 1.- Copia fotostática del Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********; de fecha **********; efectuada al establecimiento con giro de Restaurante Bar denominado**********.- Original de la Resolución Administrativa, de fecha **********, emitida por  el Director General de Gobernación, relativa a la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********y Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********mediante la cual se impone una multa y se le apercibe a la persona física propietario del negocio materia de la Litis con giro de Restaurante Bar ********** y 3.- Copia  con el acuse original del Recibo de pago con folio ********** de fecha **********, relativo a los conceptos de A) Permiso inicial ejercicio **********,  asistencia social **********y Comisión Bancaria**********.
Documentales públicas referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y acreditan lo inserto en ellas.
Por su parte la autoridad demandada, ofreció y acompañó para acreditar sus excepciones las siguientes pruebas; la Instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana y copia certificada del nombramiento que le fue otorgado, visible en fojas 43 de este sumario; así como la documental consistente en la resolución que ofrece la parte actora la cual hace suya para acreditar cada una de sus partes.

Asimismo objeta la documental que ofrece la parte actora en fotocopia simple, consistente en un recibo de pago de refrendo de ********** folio ********** para acreditar el interés jurídico en el presente asunto.
Documentales públicas referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y acreditan lo inserto en ellas; al haberse expedido por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra a fojas 36 a la 42 de este sumario, hizo valer la causal de improcedencia y sobreseimiento que deriva de  la falta de interés jurídico para demandar en juicio, a que se refiere el artículo 231 de Código Procesal Administrativo para el Estado, que basa en que el actor carece de interés jurídico y  que no acredita el mismo,  ya que el recibo de pago de refrendo no substituye la licencia. A ese respecto, cabe señalar que dichas causal debe desestimarse, pues contrario a lo que aduce se desprende del contenido de los actos impugnados, que la propia autoridad destaco e hizo constar  que al momento de efectuar la Visita de Inspección, Vigilancia y verificación en análisis, el hoy actor presentó pago de refrendo **********, al momento en que se solicitó la licencia que otorga el Gobierno del Estado, para desempeñar dicha actividad; afirmación de la existencia del refrendo del año **********, que contrario a lo que aduce la demandada demuestra el interés jurídico para comparecer a este  juicio demandando los actos reclamados, al ser un hecho que la propia demandada afirmó y que reconoció sobre la existencia del refrendo del año ********** del establecimiento a visitar en los actos administrativos; debiéndose señalar que los Refrendos de Licencia de funcionamiento, constituyen el pago que se efectúa por parte del particular que tiene la Licencia de Funcionamiento, para seguir operando en la misma actividad que le fue otorgada en la Licencia de Funcionamiento en el ejercicio fiscal de que se trata, siendo el que nos ocupa del año **********, por lo que al quedar establecido por la propia autoridad que contaba con el refrendo del **********, quedó establecido por ende que contaba con el interés jurídico para comparecer en este juicio, siendo inexacto lo aseverado por la autoridad demandada, en cuanto a la procedencia de su excepción de causal de Improcedencia y Sobreseimiento del presente juicio que hacen valer en su contestación de demanda, ello atendiendo a lo dispuesto por los artículos 20 y 21 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, los cuales a la letra dicen: 
“Artículo 20. Las licencias tendrán vigencia a partir de la fecha en que se expidan, y los titulares de las mismas o sus representantes legales, deberán solicitar por escrito la autorización de pago de refrendo durante el mes de enero de cada año.

“Artículo 21. Para obtener la autorización de pago de refrendo de la licencia, se requiere que los establecimientos continúen reuniendo los requisitos señalados por el artículo 17 de esta Ley.

“Los establecimientos podrán seguir operando hasta en tanto se resuelva la autorización del refrendo de la licencia, previo pago de derechos que correspondan, antes de su vencimiento.”
Tiene aplicación por analogía la Tesis aislada de la Época: Décima Época, Registro: 2008634, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 16, Marzo de 2015, Tomo III, Materia(s): Común, Administrativa, Tesis: (XI Región) 2o.4 A (10a.), Página: 2549, que dice:  

“VENTA, DISTRIBUCIÓN Y CONSUMO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS EN EL ESTADO DE TABASCO. EL RECIBO DE PAGO POR CONCEPTO DE REFRENDO DE LA LICENCIA RELATIVA EXPEDIDO POR LA AUTORIDAD EXACTORA, ES SUFICIENTE PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO CONTRA LOS ARTÍCULOS 5, 11, 13, 18, 29 Y 32 BIS DE LA LEY QUE REGULA ESAS ACTIVIDADES. El interés jurídico en el amparo, desde una perspectiva constitucional o internacional, surge con motivo de la regulación normativa de los derechos humanos, a través de la cual pueden incorporarse a éstos verdaderas pretensiones jurídicas subjetivas, por lo que debe atenderse al derecho afectado en función de la naturaleza y peculiaridad del acto reclamado y de la materia normativa del contexto en que se genere, tomando en consideración sus elementos constitutivos, consistentes en demostrar: a) la existencia del derecho subjetivo que se dice vulnerado; y, b) que el acto de autoridad afecta ese derecho, de donde deriva el agravio correspondiente. Por su parte, los artículos 5, 11, 13, 18, 29 y 32 Bis de la Ley que Regula la Venta, Distribución y Consumo de Bebidas Alcohólicas en el Estado de Tabasco, son de naturaleza autoaplicativa, porque a partir de su vigencia imponen obligaciones a los gobernados que se ubican en los supuestos que prevén, sin que se requiera condición alguna o un acto posterior de autoridad. En estas condiciones, para impugnar los citados preceptos y, a su vez, acreditar el interés jurídico, resulta necesario considerar lo establecido en los artículos 16 y 20 del ordenamiento mencionado, de los cuales se advierte que la licencia tendrá vigencia de un año y que debe solicitarse su refrendo por escrito ante la Secretaría de Planeación y Finanzas estatal durante los cuatro meses previos a su conclusión; realizado ese trámite, la autoridad emitirá respuesta en un término no mayor a sesenta días naturales. En consecuencia, como entre la solicitud de refrendo de la licencia y la respuesta de la autoridad sólo se tiene como documento el recibo de pago correspondiente expedido por la autoridad exactora, este documento es suficiente para acreditar el interés jurídico en el amparo para impugnar los artículos inicialmente citados; de ahí que resulte antijurídico sobreseer en el juicio ante la ausencia de la licencia debidamente refrendada o revalidada, toda vez que se estaría exigiendo un requisito que no puede satisfacerse, al estar transcurriendo el plazo que tiene la autoridad para acordar lo conducente..- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DECIMOPRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN COATZACOALCOS, VERACRUZ..-Amparo en revisión 182/2014 (cuaderno auxiliar 683/2014) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz. Distribuidora de Tabasco, S.A. de C.V. 13 de noviembre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Martín Ubaldo Mariscal Rojas. Secretaria: Heidi Jetzabel Vargas Gallegos..-Esta tesis se publicó el viernes 06 de marzo de 2015 a las 09:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”
Asimismo refiere en que en cuanto hace al apartado VI de su escrito inicial de demanda lo señalado en su inciso a) que dispuso  y ordenó con la Orden de Visita e Inspección que menciona la parte actora, una Visita de Inspección, Vigilancia y verificación al referido establecimiento y domicilio de la parte actora, la cual se efectuó en la fecha que menciona, y que  como lo revela el acta circunstanciada levantada con motivo de la inspección de cuenta toda vez que el giro del aludido establecimiento de Restaurante-Bar, cuya actividad preponderante  es la transformación y venta de alimentos para su consumo en los mismos y en forma accesoria, podrán expender bebidas alcohólicas, y que la referida Resolución ciertamente se encuentra debidamente fundada y motivada, en concordancia en el artículo 16 Constitucional. Son afirmaciones inatendibles como causales, ya que son cuestiones que van enfocadas a controvertir el acto impugnado e involucran argumentaciones que son materia de análisis del  fondo del asunto.

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad planteados por el actor. 

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda, en fojas 6 a la 16 de este sumario, argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por otra parte se procede al estudio y resolución de fondo de los argumentos que integran el concepto de impugnación y del apartado de “Hechos que dan motivo a la demanda”, inciso a), b) y c), los cuales se analizan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto a la falta de fundamentación y motivación de los actos reclamados y a la falta de las formalidades en el procedimiento impugnado, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento. 
Apoya lo antes dicho la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Décima Época, con Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso..-SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN.

Apartado de “Hechos que dan motivo a la demanda”, incisos a) b) y c), que en la parte que interesa refieren: 
a) El **********, el Ingeniero (…), Giró Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y verificación **********con el propósito de comprobar el cumplimiento de las obligaciones a que esta afecto como sujeto en materia de bebidas alcohólicas, establecida en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en ********** Restaurante Bar,  **********
b) El día ********** se presentó el Inspector Adscrito a la Dirección de Gobernación (…), levanto el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********
c) En el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada  **********donde quedó asentado” Al momento de la inspección se constató que el establecimiento denominado ********** con giro de Restaurante Bar, cuenta  con la venta de bebidas de alta y baja graduación para consumo inmediato  en compañía de alimentos,…”
“… De lo anterior la autoridad manifiesta que existe una violación al artículo 206 del Código Procesal con el artículo 57 fracción II a la Ley de bebidas, sin especificar para dar cumplimiento a las formalidades al acto administrativo, el cual debe contener una adecuada fundamentación y motivación, señalar lugar y fecha de emisión.”
En el concepto de impugnación, en la parte que interesa refiere: 
“…a) Por lo que hace a la Resolución Administrativa, Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********notificada el **********, en el que se impuso la multa (…).”

“…El restaurante-bar que es precisamente el que nos ocupa, la actividad PREPONDERANTE es la transformación y venta de alimentos para su consumo en los mismos y fuera de ellos, el inspector omitió dejar asentado y específicamente las actividades de la cocina para saber si el restaurante, ********** estaba trabajando con Giro diferente al otorgado, a pesar de las manifestaciones de quien fungía como gerente en ese momento, lo que resulta en un acta imprecisa y por tanto deberá de considerarse nula.”

II.- Adicional a esto en el (sic) Resolución Administrativa (…). En su considerando 4 y 6 hay una falta de motivación y fundamentación porque no refiere cual es el giro autorizado y cuál es el giro que supuestamente se está desarrollando, para mayor entendimiento transcribo a la letra el considerando 4 de dicha  Resolución: (…) “…Lo anterior en virtud de que como se expresa en el resultando III de la presente, se advierte que al momento de la inspección realizada a dicha negociación se encontró que trabajaba con un Giro diferente al otorgado en la Licencia.”
“Es por esto que se insiste que hay una falta de motivación y fundamentación, porque no refiere cual es el giro autorizado y cuál es el giro que supuestamente se está desarrollando.

“III.- En cuanto al CONSIDERANDO 6 de la resolución Administrativa,  (…), se deja  asentado: “Por lo que la persona (…), se  hace acreedor a una multa por la violación del artículo 32 fracción II de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que no respetaba  el giro para el cual fue otorgada la licencia al momento de la diligencia en mención, razón por la cual esta autoridad determina que es procedente la sanción en concordancia con el artículo 206 del Código Procesal con el artículo 57 fracción II de la Ley de Bebidas citada que a la letra dice: (…).” 
“En ese orden de ideas, debe de entenderse que la Resolución (…),  es ilegal, ya que desde su origen no se llevó a cabo con las formalidades  procedimentales necesarias para hacerlo exigible, igualmente no es posible reclamar el cumplimiento de una obligación  que fue resultado de una resolución administrativa dictada de un procedimiento cuya deficiencia y errores me dejan en  estado de indefensión.”
Del estudio del concepto de impugnación citado con antelación, se determina que resulta fundado y suficiente para determinar la ilegalidad de los actos  impugnados.
Lo anterior es así, toda vez que le asiste razón al actor al señalar que la resolución impugnada se encuentra emitida en contravención a las formalidades del debido proceso. Ya que del sumario se desprende, que la autoridad demandada fue omisa en cumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia de la Orden  de Visita  e Inspección, Vigilancia y Verificación **********que constituye el origen de los actos impugnados, en la cual conste entre otros datos, como lo son la competencia de la autoridad que lo expida, los datos relativos al establecimiento a inspeccionar, giro,  domicilio, la fecha; el propósito de la visita;  fundamento legal; así como el nombre de la autoridad que expida la orden; documental que resulta indispensable para demostrar la legalidad del procedimiento de inspección en análisis,  y el Giro y clasificación del establecimiento sobre el cual se va Inspeccionar, ya que en los actos administrativos impugnados afirma que dicho establecimiento se encontraba  trabajando en un Giro diferente al otorgado en la licencia; ello en atención al principio que opera en el Juicio Contencioso Administrativo, relativo a que las cargas probatorias se distribuyen conforme lo dispuesto por el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, el cual se aplica supletoriamente con lo que dispone los artículos 163 y 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a virtud de que la normatividad que rige el procedimiento contencioso no prevé una disposición expresa que establezca la carga de la prueba, según se aprecia de su transcripción que dice: 

“Artículo  273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.” 

Precepto legal, del cual si bien se obtiene que el actor debe probar su acción y la autoridad demandada debe acreditar sus excepciones; lo es también que atendiendo a que los actos que constituyen la Litis de este juicio, los cuales son controvertidos en cuanto a que la autoridad demandada no efectuó las formalidades del debido proceso en el procedimiento de Inspección y Vigilancia establecidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, ya que según afirmación del actor el Giro en el cual se encontraba desempeñando su establecimiento era el que le había sido otorgado por la demandada de Restaurante-Bar, denominado**********” ubicado en **********cuyos datos del giro y clasificación estaba inserta en la propia Orden de Inspección, y a virtud de que dicha afirmación en sí misma genera un hecho negativo a probar, lo cual no es posible por parte del accionante, aunado a ello que se trata de actos los cuales deben presumirse legales en ejecución, por tratarse de actos llevados a cabo por autoridades, ello en principio arroja la carga de la prueba a la demandada en términos del citado numeral, ya que debe probar la legalidad de su actuación con la existencia de todos los actos que se llevaron a cabo en el dicho procedimiento, como lo es en el caso que nos ocupa, la existencia de la Orden  de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********que constituye el origen de los actos impugnados referidos con antelación.
Ello, toda vez que la parte actora en este juicio, refiere que la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación en análisis, fue dirigida al establecimiento Restaurante–Bar establecimiento denominado**********” ubicado en **********afirmando que no es posible que se establezca que en dicho establecimiento se encontrara trabajando con un Giro diferente al otorgado  en la Licencia, cuando en la misma orden se establece según  la propia Resolución impugnada que fue dirigida al Restaurante-Bar denominado**********”, ubicado en **********circunstancia que genera la carga probatoria de la demandada y su  obligación de exhibir dicha documental.
Sin embargo, la autoridad demandada a este respecto si bien manifiesta que dispuso y ordenó la Orden de Visita e Inspección que menciona la parte actora al referido establecimiento y domicilio de la parte actora, así como refiere que los actos impugnados fueron emitidos debidamente fundados y motivados y de acuerdo a la normatividad aplicable; lo cierto es que fue omisa en su escrito de contestación, en aportar medio de prueba que justificara su dicho y  la existencia de tal acto, a efecto de desvirtuar tal negativa; máxime que como es sabido, ante la negativa de la existencia del acto libera a quien lo afirma la necesidad de probarla, pues, lógicamente, no es factible demostrar lo que se ha negado, de tal suerte que la carga de probar recae en su contraparte, en el caso a cargo de la autoridad demandada; por tanto, ante la negativa de la actora respecto a la existencia de un acto que forma parte del procedimiento de Visita de Inspección, y que correspondía a la autoridad realizar, para demostrar la legalidad del procedimiento administrativo instaurado a la actora, sin que se encuentre en autos medio de prueba alguno que justifique que haya existido la Orden de Visita cuestionada, para en su defecto analizar la legalidad de la misma en su contenido y emisión; a virtud de que  constituye el documento  origen de la resolución impugnada.

Sirve de apoyo el Criterio de la Novena Época,  Registro: 168192, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIX, Enero de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/45, Página: 2364, que dice: 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LOS DOCUMENTOS QUE CONTENGAN LAS AFIRMACIONES SOBRE LA ILEGALIDAD DE SUS ACTUACIONES OBREN EN LOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS QUE AQUÉLLA CONSERVA EN CUSTODIA. El artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio de nulidad, establece que el actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción. Sin embargo, en el ámbito del derecho administrativo opera un principio de excepción que obliga a la autoridad a desvirtuar, inclusive, las afirmaciones sobre la ilegalidad de sus actuaciones que no estén debidamente acreditadas mediante el acompañamiento en autos de los documentos que las contengan, cuando éstos obren en los expedientes administrativos que aquélla conserva en custodia. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Asimismo sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, la Tesis asilada con número de Registro No. 182847, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVIII, Noviembre de 2003, Página: 958, Tesis: VI.2o.A.57 A, Materia(s): Administrativa, que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

En este sentido, dado que la autoridad estaba obligada a demostrar en su caso la existencia de la Orden  de Visita  e Inspección, Vigilancia y Verificación **********que motivó los diversos actos impugnados; pues de la demostración de dicha documental que haga la autoridad demandada en este juicio, depende el acreditamiento de la legalidad de su actuación, como lo es, los hechos motivo de la infracción por el actor en su establecimiento, y que atendió a las condiciones normativas establecidas en la ley que larRegula, siendo los numerales 38 y 39 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, llevando a cabo las formalidades del procedimiento administrativo de la Visita de Inspección y Vigilancia. 
A mayor abundamiento, es menester resaltar que la carga de la prueba le corresponde a la autoridad demandada, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, ya que ese extremo probatorio debe recaer en las propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con el acto impugnado, en atención a la dificultad que representa para el particular afectado probar la afirmación que hace de la falta de las formalidades del procedimiento de verificación e inspección que se le efectuó en su establecimiento que motivaron la resolución reclamada, sobre todo respecto de los diversos documentos que estas tienen bajo sus resguardo en el ejercicio de sus funciones, sin que así lo hubiere hecho la autoridad demandada en este juicio, toda vez que en los autos del presente expediente no existe medio de prueba alguno que demuestre  la legalidad de la Orden de Visita  e Inspección, Vigilancia y Verificación en cita; es por lo que se concluye que en el caso particular, le asiste razón a la accionante cuando refiere que no se cumplió con el debido procedimiento en cuanto a la orden de Visita referida, que generó el acta de inspección y la resolución impugnada en este procedimiento administrativo, en el cual se sancionó al accionante con una infracción, toda vez que en los autos del presente expediente no existe medio de prueba alguno que demuestre la legalidad  de la orden en cuestión. 
En tal virtud, debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en cumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********que constituye una de las formalidades esenciales del procedimiento que se efectuó de Inspección y Vigilancia en su establecimiento; circunstancias de las que se duele el actor en este juicio. 
En efecto, la autoridad demandada, al omitir acompañar los actos que integra el procedimiento administrativo de Inspección, que refiere el accionante, como lo es la orden de inspección, origen de los diversos actos impugnados, debe considerarse que esta no obra por escrito, y por tanto carece de toda fundamentación y motivación, lo que a su vez incide directamente en la validez del acto administrativo mismo, pues se afecta la esfera jurídica del particular sin que se hubiere tenido acceso a los elementos necesarios e imprescindibles para calificar la legalidad del acto, en tanto un acto o resolución cuya existencia por escrito no ha sido acreditada, debe estimarse carente de toda fundamentación y motivación por lo que no puede producir efecto alguno en la esfera jurídica del gobernado, pues dicha omisión conlleva, por sí a la declaratoria de nulidad lisa y llana de la orden de visita de inspección, que sirvió de base para que el Director General de Gobernación del Estado, emitiera la  resolución de fecha **********, por incumplir lo dispuesto en el artículo 16 Constitucional.

En tal virtud, debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en efectuar el procedimiento que establecen los artículos 38 y 39 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, siendo que no logró demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por la Actora, lo que se traduce en que no se probó en este juicio que la Demandada hubiera efectuado la Orden de Visita conforme el procedimiento que establecen la normatividad mencionada.

Resulta aplicable el criterio de la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 160591, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 4, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 173/2011 (9a.), Página: 2645, que dice:  

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO NO SE ACREDITA EN EL JUICIO RESPECTIVO LA EXISTENCIA DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS IMPUGNADAS DEBE DECLARARSE SU NULIDAD LISA Y LLANA. Ha sido criterio de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que si en el juicio contencioso administrativo federal el actor manifiesta en su demanda desconocer el acto administrativo impugnado, es obligación de la autoridad demandada exhibir constancia de su existencia y de su notificación al momento de contestarla, con la finalidad de que aquél pueda controvertirlas a través de la ampliación correspondiente; por tanto, si la autoridad omite anexar los documentos respectivos en el momento procesal oportuno, es indudable que no se acredita su existencia, omisión que conlleva, por sí, la declaratoria de nulidad lisa y llana de las resoluciones impugnadas por carecer de los requisitos de fundamentación y motivación a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

“Contradicción de tesis 169/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Noveno, Décimo Quinto y Décimo Séptimo, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 13 de julio de 2011. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Armida Buenrostro Martínez.
“Tesis de jurisprudencia 173/2011 (9a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil once.
“Nota: Por ejecutoria del 24 de noviembre de 2015, el Pleno del Decimoquinto Circuito, declaró improcedente la solicitud de sustitución de jurisprudencia 1/2014 derivada de la solicitud de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis.”
De ahí que al no encontrarse demostrado el cumplimiento de ese procedimiento y la existencia de la Orden de Inspección emitida por Director General de Gobernación del Estado, resulta ilegal la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación **********emitida por  el Director General de Gobernación; situación que deviene a concluir que si dicho acto administrativo resulta ilegal, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también ilegales por su origen, por lo que en tal virtud los demás actos derivados de ese procedimiento, al ser accesorios del principal, que se hacen consistir en el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de fecha ********** efectuada al establecimiento Restaurante-Bar, denominado**********y la Resolución Administrativa de fecha **********diecinueve  y la sanción de multa decreta en la misma; ya que se trata de  actos administrativos que resultan ilegales y viciados desde su  origen, por el ilegal acto que lo generó, o sea, la Orden de Visita de Inspección, el cual depende de su legalidad para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado En Materia Administrativa Del Primer Circuito, con No. Registro: 252,103, Jurisprudencia, Séptima Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados consistentes en: 1.- La Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación emitida por  el Director General de Gobernación, **********; 2.- Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada ********** de fecha ********** efectuada al establecimiento Restaurante-Bar denominado**********y 3.- La Resolución Administrativa de fecha ********** y la sanción decretada en ella, emitida por el por  el Director General de Gobernación; y por consecuencia la NULIDAD TOTAL de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala le prevendrá, por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, le requerirá por la ejecución de la misma, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, decretándose la NULIDAD TOTAL de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, Notifíquese personalmente al actor; y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
